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I.  INTRODUCCIÓN

1. L a Ley Orgánica  5/2010, de  23 de junio, de reforma 
del Código Penal, ha introducido en nuestro ordenamiento 
un novedoso régimen de responsabilidad penal de las perso-
nas jurídicas cuyas bases se encuentran en el art. 31 bis CP. 
Desde su entrada en vigor no puede ya decirse, como venía 
siendo habitual, que societas delinquere non potest: al contra-
rio, las personas jurídicas podrán ser autoras de delitos y, en 
consecuencia, en los términos de los arts. 33.7 y 66 bis CP, 
se les podrán imponer verdaderas penas. Se ha traspasado, 
pues, el umbral de las meras sanciones administrativas —ha-
bituales para las personas jurídicas en el ámbito del Derecho 
administrativo sancionador—, así como el de las «consecuen-
cias accesorias», categoría equívoca que, en la versión ante-
rior del art.  129 CP, permitía la imposición de sanciones a 
personas jurídicas como efecto reflejo de la condena penal de 
ciertas personas físicas.

Además de sus obvias implicaciones en el plano penal 
sustantivo  1, la opción del legislador español de dar carta de 
naturaleza a la responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas tiene claras repercusiones procesales: dado que la pena 
sólo puede imponerse por un tribunal imparcial al término 
de un proceso tramitado conforme a la ley (art. 1 LECrim.), 
es evidente que las personas jurídicas pueden ser sujeto pa-
sivo del proceso penal, de modo que puede haber empresas y 
asociaciones imputadas —de hecho, ya las hay—  2, acusadas 

1 N o es propósito de estas páginas analizar los detalles del modelo de 
responsabilidad penal de las personas jurídicas por el que se ha optado, ni 
tampoco valorar sus virtudes y sus defectos. Se trata de una cuestión que ha 
ocupado desde hace tiempo a la doctrina penalista, que ha realizado muy va-
liosas aportaciones. Una referencia bibliográfica muy completa, que distin-
gue entre los estudios previos y los posteriores a la LO 5/2010, puede encon-
trarse en Bajo Fernández, Feijoo Sánchez y Gómez-Jara Díez, Tratado de res-
ponsabilidad penal de las personas jurídicas, Cizur Menor, 2012, pp. 307-324.

2 C fr. el Auto del Juzgado Central de Instrucción núm. 6, de 11 de oc-
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y, en su caso, condenadas penalmente. Parece innegable que 
la revolución no es, por tanto, sólo sustantiva, sino también 
procesal. A diferencia del proceso civil o del proceso laboral, 
que desde siempre han tenido que enfrentarse con las exi-
gencias derivadas de la eventual condición de parte de una 
persona jurídica, nuestro ordenamiento había asumido has-
ta ahora con comodidad que el sujeto pasivo del objeto pe-
nal del proceso penal era siempre una persona física: se par-
tía de esa premisa a la hora de regular el status procesal del 
imputado y del acusado, así como los aspectos más variados 
del proceso, desde la rebeldía y la extradición, hasta la regu-
lación de ciertas diligencias de investigación —como la rue-
da de reconocimiento y la obtención de perfiles de ADN—, 
pasando por la conformidad con la acusación como forma 
de terminación del proceso.

En muchos aspectos, como puede fácilmente intuirse, la 
presencia de una persona jurídica como sujeto pasivo del pro-
ceso penal obliga a realizar actuaciones que hasta ahora no 
eran propias de un proceso penal, así como a realizar ciertas 
actuaciones de forma diversa respecto de las personas jurídi-
cas, y ello, entre otras razones, porque son muchas las deci-
siones que dependen de actos personales del sujeto pasivo del 
proceso y, para poder tomarlas con acierto, es preciso adap-
tar el procedimiento a la forma de actuar propia de las per-
sonas jurídicas. En efecto, las personas jurídicas no dejan de 
ser ficciones que permiten instrumentar en el tráfico jurídico 
la actuación de personas físicas o de masas patrimoniales au-
tónomas, de modo que su «voluntad» o sus «actos» no se pue-
den definir del mismo modo que cuando se trata de personas 
jurídicas. Así, por ejemplo, no pueden ser iguales los paráme-
tros para verificar si el registro en un domicilio es válidamen-
te consentido por una persona física o por una persona jurí-
dica (art. 551 LECrim.), o si la conformidad con la acusación 
más grave «ha sido prestada libremente y con conocimiento 
de sus consecuencias» (art. 787.2 LECrim.).

tubre de 2011 (Cendoj 28079270062011200001), por el que se procesa a va-
rias sociedades mercantiles por tráfico de drogas y se ratifica la suspensión 
cautelar de sus actividades, y cfr. también el Auto del Juzgado Central de 
Instrucción núm.  4, de  4 de julio de  2012, por el que se admite a trámi-
te la querella por estafa contra las entidades Bankia, S. A., y Banco Finan-
ciero y de Ahorros, S. A. (diligencias previas núm. 59/2012) (http://estaticos. 
elmundo.es/documentos/2012/07/04/bankia.pdf).
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En todo caso, es preciso insistir en que lo realmente no-
vedoso es la presencia de la persona jurídica como sujeto pa-
sivo del objeto penal del proceso penal, pero no la presencia 
en sí de personas jurídicas como partes en un proceso penal; 
como es bien sabido, respecto del objeto penal del proceso 
las personas jurídicas pueden ostentar también la condición 
de parte acusadora —bajo la fórmula de la acusación particu-
lar o de la acusación popular, según los casos—, y respecto de 
la acción civil ex delicto las personas jurídicas, tanto privadas 
como públicas, pueden ser tanto sujetos activos —actores ci-
viles— como sujetos pasivos —responsables civiles—, situa-
ción esta última que se produce con mucha frecuencia por 
mor de lo dispuesto en los arts. 117, 120 y 121 CP.

Por eso, a la hora de interpretar las nuevas reglas legales, 
así como en aquellos ámbitos que no han sido expresamente 
regulados, será posible servirse de algunas de las normas o re-
glas que venían disciplinando la actuación en el proceso penal 
de personas jurídicas —como acusadoras o como sujetos pa-
sivos del objeto civil del proceso penal—, en la medida en que 
no guarden conexión directa con el ejercicio de derechos y fa-
cultades ligados a su condición como sujetos pasivos del obje-
to penal. En relación con diversos aspectos, por tanto, podrá 
aprovecharse la forma de hacer las cosas que se ha venido si-
guiendo hasta ahora en nuestros procesos penales.

2. E n otros países, la introducción de un régimen de res-
ponsabilidad penal de las personas jurídicas (o, en función del 
modelo, de responsabilidad administrativa de la persona jurí-
dica por la comisión de delitos por parte de ciertas personas 
físicas) ha ido acompañada de la creación de normas proce-
sales nuevas, más o menos detalladas y variadas en sus ámbi-
tos, pero que en todo caso son las que los diversos legisladores 
han considerado necesarias para hacer posible la aplicación 
práctica —es decir, a través de un proceso judicial con todas 
las garantías— del régimen sustantivo. Por eso, a lo largo de 
las páginas que siguen el análisis de la legislación española se 
complementará, en algunos aspectos, con la situación existen-
te en algunos países de nuestro entorno jurídico. 

3. E n materia de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas resulta incuestionable la influencia del modelo esta-
dounidense, y así parece estar demostrándolo la praxis pro-
fesional en materia de «programas de cumplimiento penal» 
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que se ha generado en nuestro país tras la entrada en vigor de 
la reforma penal.

En Estados Unidos el régimen sustantivo de la responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas se ha fraguado sobre la 
base de una combinación entre normas legales y doctrina ju-
risprudencial. Desde el siglo xix se fueron aprobando, tanto a 
nivel federal como estatal, normas que contemplaban la im-
posición de sanciones penales a personas jurídicas. Dos ejem-
plos claros en materia antitrust fueron el Sherman Act de 1890 
y el Elkins Act de  1903, que prohibían ciertos descuentos a 
clientes para determinadas compañías ferroviarias. La impug-
nación de una condena impuesta sobre la base del Elkins Act 
dio lugar en 1909 al leading case en la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo Federal, el asunto New York Central R. Co. v. 
United States  3. En su sentencia, el Tribunal Supremo conside-
ró compatible con la Constitución federal el modelo vicarial 
de responsabilidad penal de personas jurídicas que se había 
venido extendiendo en la praxis jurisprudencial desde media-
dos del siglo xix —denominada con frecuencia con el brocar-
do respondeat superior—, que a su vez había sido el fruto de 
un traspaso conceptual desde el ámbito de la responsabilidad 
civil por daños y perjuicios  4. Aunque con matices y algunas 
críticas, éste es el modelo que pervive en la actualidad  5 y so-
bre el que se han fundado procesos penales recientes con gran 
repercusión mediática, como el caso Enron o, derivado de él, 
el caso Arthur Andersen. Además de las normas penales sus-
tantivas stricto sensu —que en el momento actual se extienden 
a ámbitos muy diversos, como la defensa de los consumido-
res, los mercados de valores, la corrupción, el medio ambiente 
o la prevención de riesgos laborales— existen otros dos textos 
jurídicos de gran relevancia para comprender el estado de la 
cuestión en Estados Unidos: 

— D e un lado se encuentran las Federal Sentencing Guide-
lines, que establecen los criterios con arreglo a los cuales se ha 
de determinar la pena una vez que un sujeto ha sido declara-

3  212 U.S. 481 (1909).
4 C fr. Brickey, «Corporate Criminal Accountability: A Brief History and 

an Observation», 60 Wash. U.L.Q., 393 (1982).
5 L a bibliografía estadounidense sobre esta material es seguramente 

inabarcable. No obstante, para una visión general, cfr. nuevamente Bric-
key, Corporate and White Collar Crime: Cases and Materials, 5.ª ed., Aspen, 
2011; Podgor e Israel, White Collar Crime in a Nutshell, 4.ª ed., West, 2009; 
Israel, Podgor, Borman y Henning, White Collar Crime: Law and Practice, 
3.ª ed., West, 2009. En lengua española, Gómez-Jara Díez, La responsabili-
dad penal de las empresas en EEUU, Madrid, 2006.
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do culpable y cuyo capítulo octavo se dedica en exclusiva a las 
personas jurídicas.

— D e otro, el United States Attorney’s Manual, en el que se 
establecen las pautas con arreglo a las cuales deben actuar los 
fiscales federales en la persecución de los delitos, cuyo apar-
tado 9-28.000 se centra igualmente en los Principles of Federal 
Prosecution of Business Organizations.

El régimen procesal de las personas jurídicas, en cambio, 
apenas ha recibido tratamiento legal, al menos en el plano fe-
deral. Sólo en cuatro de las Federal Rules of Criminal Procedu-
re (las reglas 4, 11, 16 y 403) y en una de las Federal Rules of 
Evidence (la regla 406) se encuentran referencias expresas a la 
persona jurídica como sujeto pasivo del proceso (organizatio-
nal defendant). En este aspecto, pues, el desarrollo ha sido pri-
mordialmente jurisprudencial y se ha efectuado sobre la base 
de verificar, según los casos, el respeto a las garantías consti-
tucionales derivadas del due process of law. 

4. N o obstante, además de la experiencia jurídica esta-
dounidense, y desde una perspectiva especialmente ceñida al 
ámbito procesal del fenómeno, resulta también del máximo 
interés analizar las opciones elegidas en relación con esta ma-
teria por ordenamientos de tradición continental, por el ma-
yor detalle con que en ellos, en aras a la seguridad jurídica, se 
suelen definir supuestos de hecho y consecuencias jurídicas. 

Por eso, el análisis comparado se extenderá también a la 
situación legal existente en los Países Bajos, Alemania, Fran-
cia, Bélgica, Italia, Suiza, Austria y Chile.

En los Países Bajos, el Código Procesal Penal (Wetboek van 
Strafvordering, WSV) regula, desde  1976, una serie de espe-
cialidades procedimentales cuando el proceso penal se dirige 
frente a una persona jurídica (lo hace en su Libro IV —dedica-
do a los procesos especiales—, Título VI —persecución de per-
sonas jurídicas—, arts. 528 a 532)  6.

En Alemania deben tenerse en cuenta, desde 1986, dos tex-
tos normativos diferentes: de un lado, la Ley sobre contraven-
ciones (Gesetz über Ordnungswidrigkeiten, OWiG), que contie-
ne la regulación sustantiva; de otro, la Ordenanza procesal pe-
nal (Strafprozessordnung, StPO), que se ocupa de los aspectos 
procesales  7.

6 C fr. Strien, De rechtspersoon in het strafprocess, La Haya, 1996.
7 E n la versión original de la OWiG, de 1968, la sanción pecuniaria que 

se impone a las personas jurídicas como consecuencia de su vinculación con 
delitos se calificaba de consecuencia accesoria (Nebenfolge). Desde 1986, sin 
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En Francia, desde 1992 (aunque en vigor desde 1994), hay 
que tener en cuenta la regulación del Código Procesal Penal 
(Code de procédure pénale, CPP), en cuyo Libro IV (dedicado a 
los procesos especiales) se introdujo un Título XVIII dedica-
do a la persecución, la instrucción y el enjuiciamiento de las 
infracciones cometidas por las personas jurídicas, que com-
prende los arts. 706-41 a 706-46, y que se presenta como com-
plemento de la modificación sustantiva que experimentó el 
Código Penal (cfr. art. 121-2)  8.

En Bélgica, desde 1999, la materia se encuentra regulada 
en el Título preliminar del Código Procesal Penal (Titre préli-
minaire du Code de procédure pénale, TP-CPP) y en el Código 
Procesal Penal (Code d’Instruction Criminelle, CIC)  9. 

En Italia debe atenderse a una norma especial, el Decre-
to Legislativo 231/2001, de 8 de junio de 2001, sobre Discipli-
na della responsabilità amministrativa delle persone giuridiche, 
delle società e delle associazioni anche prive di personalità giu-
ridica (DLg 231/01), que contiene una regulación muy detalla-
da tanto en el plano sustantivo como en el procesal (aunque 
debe advertirse también que ha sido objeto de muy numero-
sas modificaciones)  10.

En Suiza es el Código Penal el que, desde 2003, se ocupa de 
esta cuestión, con bastante parquedad en lo procesal (aunque 
con normas bastante agudas y sensatas, como se verá)  11.

embargo (con el Zweites Gesetz zur Bekämpfung der Wirtschaftskriminali-
tät), desapareció esa accesoriedad de la multa. En relación con la concre-
ta cuestión de la dimensión procesal del fenómeno, cfr. Schlüter, Die Stra-
fbarkeit von Unternehmen in einer prozessualen Betrachtung nach dem gelten-
den Strafprozeβrecht, Frankfurt, 2000; Drope, Strafprozessuale Probleme bei 
der Einführung einer Verbandsstrafe, Berlín, 2002.

8 C fr. Boizard, La responsabilité pénale des personnes morales, París, 1993; 
Dalmasso, Responsabilité pénale des personnes morales, París, 1996; Buffelan-
Lanore, «La procédure applicable aux infractions commises par les person-
nes morales», Revue des Sociétés, 1993, pp. 315-323.

9  Cfr. Overath, La responsabilité pénale des personnes morales, Bruselas, 
2007.

10  Cfr., entre muchos otros, De Maglie, L’etica e il mercato. La responsa-
bilità penale delle società, Milán, 2002; Arena, La responsabilità da reato degli 
enti collettivi, Milán, 2007; Bassi, Enti e responsabilità da reato, Milán, 2006; 
Cerqua, Diritto penale della società, Padua, 2009; Guerrini, La responsabilità 
da reato degli enti, Milán, 2006; Pasculli, La responsabilità da reato degli enti 
collettivi nell’ ordinamento italiano: profili dogmatici ed applicativi, Bari, 2005; 
Riverditi, La responsabilità degli enti: un crocevia tra repressione e specialpre-
venzione. Circolarità ed innovazione di modelli sanzionatori, Nápoles, 2009.

11 C fr. Bertossa, Unternehmensstrafrecht – Strafprozess und Sanktionen, 
Berna, 2003; Chappuis, La responsabilité pénale dans l’entreprise, Ginebra, 
2005; Forster, Die strafrechtliche Verantwortlichkeit des Unternehmens nach 
Art. 102 StGB, Berna, 2006; Macaluso, La responsabilité pénale de l’entreprise, 
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En Austria la regulación se encuentra desde 2005 (aunque 
con una modificación en 2007) en una ley especial, la Ley Fe-
deral sobre la responsabilidad de entidades por hechos puni-
bles (Bundesgesetz über die Verantwortlichkeit von Verbänden 
für Straftaten, abreviadamente Verbandsverantwortlichkeitsge-
setz, VbVG), que regula tanto aspectos sustantivos como pro-
cesales  12. 

Lo mismo sucede, finalmente, en Chile, con la Ley 20393, 
de 2 de diciembre de 2009, que establece la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de ac-
tivos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que 
indica, y que contiene un régimen sustantivo y unas disposi-
ciones procesales de adaptación. 

5. E n España, como es lamentable costumbre, los acon-
tecimientos se han desarrollado de forma distinta a la expues-
ta para otros países: la LO 5/2010 reformó el CP para intro-
ducir el régimen sustantivo de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas, pero apenas introdujo preceptos de alcan-
ce procesal y, desde luego, no fue acompañada de una refor-
ma de la LECrim. para adaptarla a las exigencias que com-
porta un adecuado tratamiento como imputadas y acusadas 
de las personas jurídicas. Ante el aluvión de críticas por se-
mejante omisión  13, se aprovechó la tramitación parlamenta-

Zürich, 2004; Schneider, Unternehmensstrafbarkeit zwischen Obstruktion und 
Kooperation, Berna, 2009.

12  Cfr. Boller, Die strafrechtliche Verantwortlichkeit von Verbänden nach 
dem VbVG, Viena, 2007; Stärker, Unternehmensstrafrecht. Verbandsverant-
wortlichkeitsgesetz, Viena, 2007; Steininger, Verbandsverantwortlichkeits-
gesetz, Viena, 2006; Zeder, VbVG. Verbandsverantwortlichkeitsgesetz, Viena, 
2006. En lengua castellana, cfr. Robles Planas, «¿Delitos de personas jurídi-
cas? A propósito de la Ley austriaca de responsabilidad de las agrupaciones 
por hechos delictivos», InDret, 2/2006 (www.indret.com, 344).

13 C fr. Pedraz Penalva, Pérez Gil y Cabezudo Rodríguez, «Aspectos proce-
sales de la reforma del Código Penal en materia de responsabilidad penal de 
las personas jurídicas», en Álvarez García y González Cussac (dirs.), Conside-
raciones a propósito del Proyecto de Ley de 2009 de modificación del Código Pe-
nal, Valencia, 2010, pp. 19-30, esp. p. 20; Pérez Gil, «Cauces para la declara-
ción de responsabilidad penal de las personas jurídicas», en Álvarez García 
y González Cussac (dirs.), Comentarios a la reforma penal de 2010, Valencia, 
2010, pp. 583-590, esp. p. 583; Hernández García, «Problemas alrededor del 
estatuto procesal de las personas jurídicas penalmente responsables», Diario 
La Ley, núm. 7.427, 18 de junio de 2010, ep. I; Del Moral García, «Peculia-
ridades del juicio oral con personas jurídicas acusadas», en Serrano Butra-
gueño y Del Moral García (coords.), El juicio oral en el proceso penal, 2.ª ed., 
Madrid, 2010, pp. 721-762, esp. p. 725; Echarri Casi, «Las personas jurídicas 
y su imputación en el proceso penal: una nueva perspectiva de las garantías 



16� Fernando Gascón Inchausti

ria de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medidas de Agili-
zación Procesal (en lo sucesivo, LMAP) —que nada tenía que 
ver con esta materia—, para encajar de forma forzada la in-
troducción de diversos preceptos en la LECrim. destinados a 
dar cierto apoyo normativo a las singularidades del proceso 
penal frente a personas jurídicas. La reforma procesal, por 
tanto, se produjo casi un año después de la vigencia de la re-
forma sustantiva. Durante una parte de ese periodo de incer-
tidumbre normativa revistió cierta utilidad la Circular 1/2011 
de la Fiscalía General del Estado, relativa a la responsabili-
dad penal de las personas jurídicas conforme a la reforma del 
Código Penal efectuada por Ley Orgánica 5/2010; buena par-
te de sus aportaciones, sin embargo, han perdido su sentido 
tras la reforma de la LECrim.

En cualquier caso, superado ya ese periodo transitorio de 
indefinición normativa, el propósito de este trabajo es ofre-
cer un análisis de las especialidades que pueden suscitarse 
cuando el proceso penal se sigue frente a una persona jurídi-
ca —sola o en compañía de una o varias personas físicas—, 
no sólo en los extremos que ya están expresamente regulados 
por la LECrim., sino también en relación con aquellas cues-
tiones sobre las que el legislador no se ha pronunciado y que, 
en la práctica, pueden acabar siendo muy problemáticas  14.

constitucionales», Diario La Ley, núm. 7.632, 18 de mayo de 2011; Banacloche 
Palao, Responsabilidad penal de las personas jurídicas. Aspectos sustantivos y 
procesales (con Zarzalejos Nieto y Gómez-Jara Díez), Madrid, 2011, p. 132, o 
Carbonell Mateu y Morales Prats, «Responsabilidad penal de las personas ju-
rídicas», en Álvarez García y González Cussac (dirs.), Comentarios a la reforma 
penal de 2010, Valencia, 2010, pp. 55-86, esp. p. 85. Menos pesimista parecía 
Zugaldía Espinar en la ponencia presentada al Seminario sobre La responsabi-
lidad penal de las personas jurídicas en el Proyecto de Reforma del Código Penal 
de 2009, en Lascuraín Sánchez y Dopico Gómez-Aller (dirs.) y Martín Lorenzo 
(coord.), Madrid, 2010, inédito, pp. 77-78 («la citada reforma procesal sería 
muy conveniente, aunque no es imprescindible para poder aplicar la reforma 
proyectada, como lo demuestra el hecho de que los jueces y tribunales hayan 
podido aplicar —recurriendo a principios y reglas generales— las previsiones 
sobre responsabilidad criminal de las personas jurídicas establecidas en los 
arts. 129 y 31, núm. 2, CP, con todas las garantías constitucionales»).

14 E stas páginas son, en todo caso, tributarias de un trabajo previo, pu-
blicado precisamente antes de la reforma de la LECrim. por la LMAP. Cfr. 
Gascón Inchausti, «Consecuencias procesales del nuevo régimen de respon-
sabilidad penal de las personas jurídicas: la persona jurídica como sujeto pa-
sivo del proceso penal», en Gascón Inchausti (dir.), Repercusiones sobre el pro-
ceso penal de la Ley Orgánica 5/2010, de reforma del Código Penal, Cizur Me-
nor, 2010, pp. 19-104.
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En 2006, con ocasión del anterior Anteproyecto de Ley Or-
gánica de reforma del Código Penal, en el que también se in-
troducía una regulación sustantiva para la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, advirtió el Consejo General 
del Poder Judicial de que serían varias las dificultades de ín-
dole procesal que podrían deducirse y que requerirían, en su 
caso, las oportunas modificaciones legales  15. Como focos de 
potenciales problemas se señalaban, aunque de forma no ex-
haustiva, los siguientes: la capacidad procesal y la representa-
ción en el proceso de los entes sin personalidad, la represen-
tación necesaria de las personas jurídicas, los conflictos de in-
tereses con las personas físicas encausadas, la designación de 
postulantes, la asistencia jurídica gratuita a las personas jurí-
dicas y a los entes sin personalidad, la posibilidad de que la 
persona jurídica simultanee las posiciones procesales de acu-
sador y de acusado, la extensión —con o sin matices— de de-
rechos procesales a la persona jurídica, la conformidad con la 
acusación, la ausencia y la rebeldía de la persona jurídica, la 
posición y los derechos procesales de terceros afectados o los 
efectos de cosa juzgada material de la sentencia. 

No son pocos, desde luego, y tampoco son de trascenden-
cia menor. Pero sólo algunos de ellos han sido tratados por la 
LMAP y llevados a la LECrim. —con mayor o menor acier-
to, según se verá—. Los demás habrán de ser abordados con 
apoyo en la normativa general o en la jurisprudencia ya acu-
ñada, aunque no quedará más remedio, en algunas ocasio-
nes, que forzar la analogía o acudir a la improvisación proce-
dimental, en detrimento obvio del principio de legalidad pro-
cesal (art. 1 LECrim.)  16.

6. E n términos muy generales, cuando se aborda el sta-
tus de empresas y otras personas jurídicas como sujetos pa-
sivos del proceso penal, la experiencia jurídica comparada y 
el análisis del propio sistema permiten comprobar cómo los 
problemas más habituales y de mayor dificultad derivan, nor-
malmente, de dos fuentes distintas: 

De un lado, en un plano más abstracto, se encuentran la 
propia naturaleza y estructura de las personas jurídicas, radi-
calmente distintas a las de las personas físicas. Las personas 
jurídicas no dejan de ser ficciones instrumentales diseñadas 

15 C fr. Informe del CGPJ de 3 de noviembre de 2006, pp. 47-48.
16 C fr. también Pérez Gil, «Cauces para la declaración de responsabili-

dad penal de las personas jurídicas», cit., p. 583, y Hernández García, «Pro-
blemas alrededor del estatuto procesal de las personas jurídicas penalmente 
responsables», cit., ep. I.
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para el buen funcionamiento del tráfico jurídico, pero que no 
encajan con facilidad en las categorías dogmáticas que son 
precisas a la hora de regular el status y la actividad de las per-
sonas físicas. Este dato influye en planos muy diversos, como 
la comparecencia y actuación en el proceso penal, la titulari-
dad y el ejercicio por su parte de derechos —fundamentales o 
no—, o la adopción de medidas coercitivas frente a ellas.

Por otra parte, y esta vez ya más sobre el terreno práctico, 
se encuentran los problemas que derivan de la concurren-
cia de la persona jurídica con las personas físicas a las que 
se imputa también otro delito o con aquellas que ostentan la 
representación de la persona jurídica en el proceso. Estas di-
ficultades son especialmente visibles de cara al ejercicio por 
parte de las personas jurídicas de sus derechos y garantías 
en tanto que sujetos pasivos del proceso, en ámbitos como el 
defensivo, el probatorio o el impugnatorio.

En todo caso, para detectar y enfocar correctamente los 
problemas parece necesario partir de una premisa general 
que se encuentra en la repercusión del modelo sustantivo de 
responsabilidad penal de personas jurídicas sobre el objeto 
de los procesos penales que se desarrollen para exigirla. Sólo 
sobre esta base podrá analizarse de forma adecuada la so-
lución que reciben en los textos legales o la que, en defecto 
de norma expresa, deberían recibir cuando se planteen ante 
nuestros tribunales.



II.  Régimen sustantivo  
de la responsabilidad penal  

de la persona jurídica y objeto 
del proceso penal

A. �E lementos del modelo de responsabilidad 
penal de las personas jurídicas  
con relevancia sobre el objeto  
del proceso penal

a)  El marco general

7. C omo es de sobra sabido, según el art. 31 bis.5 CP no 
se puede exigir responsabilidad penal a cualquier persona ju-
rídica; en la práctica, cabe suponer que el ejercicio de accio-
nes penales se acabará proyectando de forma preferente so-
bre sociedades mercantiles y asociaciones. 

En concreto, no puede exigirse responsabilidad penal al 
Estado, a las administraciones públicas territoriales e institu-
cionales, a los organismos reguladores, a las agencias y enti-
dades públicas empresariales, a los partidos políticos y sindi-
catos, a las organizaciones internacionales de Derecho públi-
co ni a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de sobe-
ranía, administrativas o cuando se trate de sociedades mercan-
tiles estatales que ejecuten políticas públicas o presten servi-
cios de interés económico general. No obstante, sí que se podrá 
efectuar declaración de responsabilidad penal respecto de ellos 
si se aprecia que se trata de una forma jurídica creada por sus 
promotores, fundadores, administradores o representantes con 
el propósito de eludir una eventual responsabilidad penal.

Y también es importante tener en cuenta que no se ha in-
troducido un régimen de responsabilidad penal general, sino 
limitado a ciertos tipos delictivos para los que el CP lo ha pre-
visto expresamente (art. 31 bis.1 CP).

Régimen sustantivo de la responsabilidad penal de 
la persona...




